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Acta N° 245 de mayo 11 de 2017
  



Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, promovidas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, la Defensoría del Pueblo de Caldas, el agente del Ministerio Público y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; el Personero Municipal de Dosquebradas; la Dirección Nacional de Recursos y Acciones Judiciales; Guillermo Castaño; Juan David López; Gerardo Alberto Ramírez Rivera y Carlos Alberto Nuñez Martínez.

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, la Defensoría del Pueblo de Caldas, el agente del Ministerio Público local y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, por cuanto afirma, el juez accionado se niega a aplicar los artículos 5 y 84 de la ley 472 de 1998 dentro de las acciones populares “2009-00262-00” y “2009-00256-00”. La Defensora del Pueblo de Caldas, se niega a impetrar acciones de tutela y populares, pese a solicitárselo de manera insistente. El procurador delegado en acciones populares no demuestra cómo ha garantizado sus derechos en las referidas demandas; el Consejo Seccional debe consignar y aportar copia de todas las vigilancias que haya presentado para probar que así lo solicitó; el único impulso oficioso del Juzgado ha sido terminar acciones populares con una figura inexistente en la Ley 472 de 1998, que  es el desistimiento tácito, y el procurador no se pronuncia, ni actúa frente a ello.
Sus pretensiones se concentran en lo siguiente: (i) desistir de la acción popular ante la renuencia y desconocimiento de los artículos 5 y 84 de la Ley 472, y se ordene al Juzgado aceptar su desistimiento tácito dentro de las acciones populares, pese al impulso oficioso que se debe realizar, pero busca la terminación por tal medio antes de que el despacho lo haga; (ii) se compulsen copias de las demandas populares y de estas acciones de tutela ante el “CSJ sala administrativa y sala disciplinaria” para que se abra investigación y se determine si en las acciones terminadas con desistimiento tácito hubo extralimitación y abuso de poder; (iii) se remitan copias al Procurador General de La Nación, para que investigue si en torno a lo relatado la Defensoría del Pueblo en Manizales y el procurador delegado en las acciones populares cumplen con su función. 
Admitió que ya ha demandado a la Defensoría del Pueblo en cita, pero como la vulneración de su deber-función aparentemente es notorio, acciona frente a ella de nuevo.




Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; el Personero Municipal de Dosquebradas; la Dirección Nacional de Recursos y Acciones Judiciales; Guillermo Castaño; Juan David López; Gerardo Alberto Ramírez Rivera y Carlos Alberto Nuñez Martínez.

El Juzgado remitió los expedientes, de los que se obtuvieron las copias necesarias. La Procuradora Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos.  La Defensoría del Pueblo con sede en Bogotá DC, manifestó que las demandas no estaban llamadas a prosperar, por cuanto no se daba ninguno de los presupuestos jurisprudenciales  para la procedencia de una acción de tutela contra providencias judiciales.
 



CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.




Se acude en esta oportunidad en procura de la protección del derecho al debido proceso, según lo entiende la Sala, bajo la premisa de que se deben aceptar los desistimientos de las acciones populares arriba señaladas y que el despacho judicial se niega a aplicar los artículos 5 y 84 de la Ley 472 de 1998. 
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
Por la situación que se presenta en cada una de las acciones populares que se traen a colación, el análisis debe deslindarse. En primer término, respecto de la radicada al número 2009-00256-00, en la que figura como actor popular el aquí accionante, se advierte que la solicitud se torna improcedente. Así se afirma, porque, de acuerdo con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamentó la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


 

Y es que nada se advierte, con las copias de las actuaciones obtenidas, ni se aportó alguna prueba en tal sentido, acerca de que el actor le haya solicitado al juzgado que proceda en la forma como ahora se reclama, es decir, que acepte el desistimiento de la demanda reseñada. Es más, no ha manifestado siquiera tal desistimiento. 
  



Solo a partir de su petición expresa, que es inexistente, y de la resolución que el funcionario llegase a adoptar, podría analizarse si existe alguna omisión susceptible de remediar por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación se anticipe al criterio del juez que, por demás, podría ser susceptible de recurso dentro del trámite que se llegare a imprimir.


 

Dicho con más contundencia, es imposible reclamarle al juez constitucional que ordene al juez ordinario aceptar un desistimiento que no le ha sido propuesto. 

  



Por consiguiente, se declarará la improcedencia anunciada, sin que esté por demás advertir que en relación con la renuencia que alega en el trámite de la demanda popular y la inaplicación de los artículos 5 y 84 de la Ley 472 de 1998, se desprende de la foliatura que el Juzgado ha impulsado el asunto conforme a las previsiones propias que la cuestión ha requerido y a las solicitudes que en tal sentido ha elevado el actor popular les ha dado respuesta, sin que haya refutado oportunamente las explicaciones brindadas sobre el particular. Incluso, de fecha reciente (febrero 8 de 2017), se ordenó informar a la comunidad mediante la fijación de unos avisos, ya que el demandante nunca cumplió su carga; además, se le está requiriendo (marzo 23 de 2017), para que cumpla la carga de la notificación del auto admisorio a la IPS demandada. 
En segundo lugar, en cuanto toca con la acción popular radicada al número 2009-00262-00, ha sostenido invariablemente la Corte Constitucional, que es requisito de procedibilidad de una acción de esta estirpe, la legitimación en la causa por activa. Y si se trata del derecho al debido proceso vulnerado o amenazado por un funcionario judicial, lo propio es que quien promueva la protección sea parte en el mismo, o actúe como tercero reconocido. 
  



Sobre el particular ha dicho, por ejemplo, que:  

Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…
. 
 



Más recientemente
 señaló: 

Legitimación por activa como requisito de procedencia de la acción de tutela 

1. La Constitución Política
 establece el derecho que tiene toda persona de reclamar ante los jueces, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estos resulten amenazados o vulnerados, mediante un procedimiento preferente y sumario. 

Igualmente, el artículo 10º del Decreto 2591 de 1991 establece que toda persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales podrá solicitar el amparo constitucional por sí misma, por representante, o a través de un agente oficioso, cuando el titular de los derechos vulnerados o amenazados no esté en condiciones de promover su propia defensa.

2. En particular, sobre la legitimación por activa en los casos de tutelas contra providencias judiciales, la sentencia T-240 de 2004
, indicó que, cuando se demuestra que una autoridad judicial incurre en una vía de hecho, vulnera el derecho fundamental al debido proceso de todas las personas que intervienen en dicho procedimiento. 

Igualmente, en la sentencia T-019 de 2013
, la Corte estableció que la legitimación por activa en tutela contra providencias judiciales, se acredita cuando se demuestra un interés en el resultado del fallo que se revisa en sede constitucional. 

  



En la misma perspectiva, la Corte Suprema de Justicia, ha expresado:

Dentro del asunto que convoca la atención de la Sala, se infiere que el actor persigue que se deje sin efecto lo actuado dentro del proceso de restitución de inmueble arrendado interpuesto por María Mercedes Herrera contra Miguel Ángel Chaparro Becerra, porque en su concepto no se lo llamó a integrar el contradictorio, a pesar de tener contrato de arrendamiento vigente respecto al inmueble que es objeto de la causa judicial.

El problema jurídico que surge de la situación narrada, rápidamente se soluciona, si se repara en que el actor de esta causa constitucional no es parte dentro del aludido rito declarativo, esto es, porque quien no es parte dentro de un litigio, no le es posible reclamar la vulneración del debido proceso
.

  



Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales y a la falta de legitimación, salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, no pudo serle vulnerado al demandante por la sencilla razón de que no es parte, ni interviniente admitido, en la señalada acción popular. Por más que aduzca que el trámite o la mora que allí encuentra, afecta sus derechos, lo cierto es que no ha sido citado y tampoco ha elevado ante el funcionario que conoce del asunto, peticiones formales, tendientes a exponer lo que considera lesivo de sus intereses y que plantea por esta excepcional vía. Esta sola circunstancia, la de falta de legitimación, entonces, torna también improcedente el reclamo. 
  



Y por igual senda, recaerá lo relacionado con el Ministerio Público, porque ninguna prueba acredita que antes de acudir a esta especial vía, se le haya elevado alguna petición relacionada con la cuestión que se plantea en los libelos, sobre su intervención para la defensa de las garantías del actor popular.
  

 

Sobre la queja contra la Defensoría del Pueblo, Regional (Caldas), toda vez que no son pocas las demandas de tutela promovidas por el mismo interesado frente a diversos despachos judiciales de este Distrito Judicial, conocidas por la Sala, en las que involucra a esta misma entidad por los mismos hechos e iguales pretensiones que acá se consignan, tal como el mismo accionante lo señala, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia se ha ocupado del tema y sobre el particular, en la que trae a colación pronunciamientos anteriores, indicó:

                      “Establece el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que «cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes».
  

La Corporación, frente al tema, viene señalando que, 

                                   (…) la acción de tutela está sujeta al principio de la unicidad de su promoción, que prohíbe que la idéntica queja constitucional sea presentada en varias oportunidades y por la misma persona o su representante, o que su reiterada invocación se realice sin motivo expresamente justificado; precepto que tipifica una forma de temeridad en esta materia y que conlleva a examinar si la nueva protección es igual a la anterior, vale decir, si entre ambas existe identidad de hechos y derechos, así como de las partes, sin importar que tengan algunas diferencias incidentales; y por último, si la repetición del amparo obedece a motivo justificado, como sería, por ejemplo, la ocurrencia de sucesos nuevos (CSJ, STC 21 oct. 2009, rad. 01841-00, citada en STC16579-2015, 2 dic., rad. 00442-01).

 

Respecto de esa figura jurídica se ha explicado que, 

 


(…) la temeridad relacionada en la norma antes citada, conlleva a examinar si la nueva acción es igual a la anterior, vale decir, si entre ambas existe identidad de hechos y derechos, así como las partes accionante y accionada, no importa que tengan algunas diferencias incidentales (CSJ STC, 31 de jul. 2014, rad. 01590-00, reiterada en STC13601-2015, 10 oct., rad. 02281-00).

  

La situación descrita se presenta en este caso, pues, en la sentencia STC1602 de 11 de febrero de 2016, radicado 00608-01, entre otras, la Sala estudió un resguardo del mismo demandante Javier Elías Arias Idárraga, porque «la Defensoría del Pueblo se ha negado (…) a cumplir con su (…) deber de impetrar tutelas a [su] nombre», con lo cual dijo transgredirse «los derechos al debido proceso, igualdad y acceso a la administración de justicia», concluyéndose que no podía progresar debido a 

   


(…) la ausencia de evidencia probatoria que permita colegir lesión de prerrogativas fundamentales por parte de la Defensoría del Pueblo, pues no obra en el plenario material de convicción del cual se desprenda que esa entidad menoscabó las garantías invocadas o se negó a formular demandas constitucionales a petición del aquí solicitante (STC15201-2015, reiterada 11 feb. 2016, rad. STC1602-2016).

En este asunto, como en aquél, se invoca «el debido proceso», presuntamente afrentado con la negativa de aquella entidad de interponer tutelas a nombre del interesado. Por ende, el conflicto y los presupuestos fácticos son idénticos. 

Entonces, ante la coincidencia en sujetos procesales, hechos y derechos, la salvaguarda resulta temeraria de manera parcial, es decir, únicamente en lo referente a la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, toda vez que simplemente replantea un tema que previamente había sido sometido al escrutinio de la jurisdicción constitucional.”
  


   



De esa lectura se desprende que la presente denuncia radica en la misma situación fáctica y, por consiguiente, como no se advierte un hecho diferenciador que permita abordar el asunto desde otra óptica, sin mucho que trasegar se concluye que las acciones también se tornan improcedentes. 

  



Ahora bien; la complacencia de esta Sala venía siendo manifiesta, en cuanto se exculpaba al accionante de acudir abusivamente al uso de este mecanismo constitucional. Y parecía haberlo entendido, en la medida en que había dejado de involucrar a la Defensoría del Pueblo de Caldas. Peto vuelve, tozudamente, sin explicación alguna, sin argumentos adicionales, sin razones fácticas o jurídicas que justifiquen un nuevo estudio de la situación, a plantear la misma queja contra esa entidad, que en cientos de casos ha sido ya resuelta por esta Corporación
 y por la Corte Suprema, en primera y segunda instancia, como se anotó. 

  



Es decir, que se dan todos los elementos para considerar temeraria la actuación del demandante, en lo que a la Defensoría del Pueblo de Caldas se refiere, siguiendo orientaciones de la Corte Constitucional
, si bien existe identidad de partes, identidad de causa, identidad de objeto, y la presente actuación, se repite, carece de algún sustento que explique razonablemente, por qué otra vez se vincula como sujeto pasivo a quien ya ha sido absuelto, en situaciones idénticas, en centenares de ocasiones. 

  



Esto, aunque la misma doctrina constitucional ha morigerado la temeridad, cuando quien promueve la segunda acción es un sujeto que por sus condiciones es puesto en estado de ignorancia, o de especial vulnerabilidad o de indefensión, o cuando recibe un inadecuado asesoramiento por parte de un profesional del derecho, o cuando aparecen hechos nuevos
, por cuanto en el caso que nos ocupa, se inadvierte cualquiera de esas circunstancias. Por un lado, son miles las acciones que ha propuesto el mismo accionante, con lo que es imposible hablar de su ignorancia en el tema, máxime cuando ha sido notificado de todas las decisiones adoptadas, entre ellas, sin duda, las que han negado la protección impetrada frente a la Defensoría; no ha demostrado que se halle en estado alguno de indefensión o vulnerabilidad; ni ha propuesto, como quedó dicho, hechos nuevos o relevantes que puedan hacer la diferencia en este caso; además, nunca ha actuado en las acciones de tutela por medio de apoderado judicial. 

  



Por ello, la Sala acoge el criterio que sobre el tema, para efectos de condena en costas, frente a la misma cuestión que nos ocupa, con iguales sujetos en los extremos de las demandas, viene reiterando la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sede constitucional, en aplicación de lo prescrito en el inciso 3º del artículo 25 del Decreto Especial 2591 de 1991 que reza “Si la tutela fuere rechazada o denegada por el juez, éste condenará al solicitante al pago de las costas cuando estimare fundadamente que incurrió en temeridad.”
  



Recientemente indicó esa alta Corporación
:

Pero aún hay más, pues en lo relacionado con que la Defensoría del Pueblo «se niega a impetrar tutelas y acciones populares a mi nombre, pese a solicitarlo de manera verbal y escrita incumpliendo su deber función», advierte la Corte que Javier Elías Arias Idárraga ha presentado en múltiples ocasiones idéntico argumento, lo que ha sido resuelto incontables veces y, pese a ello, todavía insiste tozudamente en tal reproche; por solo brindar algunos ejemplos, están las providencias CSJ STL, 21 sep. 2016, rad. 44634, CSJ STC15439-2016, 28 oct. 2016, rad. 00877-01, CSJ STC15314-2016, 26 oct. 2016, rad. 02899-00, última que reiteró la CSJ STC14565-2016, 12 oct. 2016, rad. 02887-00 con el fin de resaltar que igual cuestionamiento fue resuelto con anterioridad y en esa medida declaró la temeridad; así lo expuso la Homóloga Civil: 

Del análisis de los hechos expuestos en la tutela, de entrada se observa que la queja elevada contra la Defensoría del Pueblo Regional Caldas por asuntos relacionados con auxilios como este, es del todo improcedente.

Para ello basta manifestar que en reciente oportunidad, sentencia STC14565-2016, de 12 de octubre, rad. 02887-00, en un asuntó que guarda total similitud con el presente, esta Sala de Casación sostuvo:
 “2. Liminarmente, se advierte que el ataque contra la segunda de las mencionadas autoridades no tiene vocación de prosperidad por dos razones.
“Primero porque el peticionario no expresó en detalle cuáles demandas de amparo se negó a formular en su nombre ese ente y en qué época; ello para explicitar los verdaderos motivos del reparo tutelar. 

“Y, segundo, dado que el promotor ha acudido en múltiples oportunidades a esta especial jurisdicción, planteando, sin ninguna diferencia, la queja endilgada a la Defensoría del Pueblo -Regional Caldas-» (ff. 44 a 48)”.

 Se trata, entonces de una queja constitucional reiterada, lo que basta para su rechazo en aplicación del artículo 38 del decreto 2591 de 1991

Por todo lo anterior, la Sala declarará la improcedencia de la tutela dado que la actuación del actor se configura en lo descrito en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, además de imponer las costas establecidas en el precepto 25 ibidem, que expresamente señala que «Si la tutela fuere rechazada o denegada por el juez, éste condenará al solicitante al pago de las costas cuando estimare fundadamente que incurrió en temeridad», suma que será tasada en cuantía de un (1) salario mínimo legal mensual vigente y estará a cargo de Javier Elías Arias Idárraga, el cual se identifica con C.C. 10.141.947. Los dineros deberán ser pagados a favor de la Nación – Consejo Superior de la Judicatura, Banco Agrario, cuenta DTN multas y cauciones efectivas No. 3-0070-000030-4.”

Decisiones reiteradas
 que, como se dijo, se comparten. En consecuencia, se condenará en costas al accionante, Javier Elías Arias Idárraga, identificado con cédula de ciudadanía número 10.141.947, en cuantía de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, suma de dinero que se consignará a favor de la Nación-Consejo Superior de la Judicatura, Banco Agrario, cuenta DTN multas y cauciones efectivas No. 3-0070-000030-4, y se pagará en el término que se indicará adelante.
  



Finalmente, se absolverá a los demás intervinientes, incluido el Consejo Seccional de la Judicatura, por no hallarse de su parte trasgresión alguna frente a las quejas que se ponen de presente y, por infundada se negará la solicitud de que se remitan copias a dicho ente, por cuanto ello le atañe en forma directa al interesado.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el agente del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo regional Caldas.
Se absuelve a los demás intervinientes. 

Por infundada se niega la solicitud de remisión de copias.

  



Se condena en costas al accionante Javier Elías Arias Idárraga, identificado con cédula de ciudadanía número 10.141.947 en la suma de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, en favor de la Nación-Consejo Superior de la Judicatura, Banco Agrario, cuenta DTN multas y cauciones efectivas No. 3-0070-000030-4. La misma deberá consignarse dentro de los 10 días siguientes a la notificación que de esta sentencia se efectúe al interesado. Este anuncia como dirección electrónica para notificaciones personales la de dinosaurio013@hotmail.com.
 



Vencido ese plazo, sin que se acredite el pago y una vez adquiera firmeza esta providencia, se dispondrá la remisión de copias con las constancias de rigor ante la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial –Oficina de Cobro Coactivo-, para lo de su cargo.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívense los expedientes. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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